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En la ciudad de Alicante, a ocho de octubre de dos mil veinticinco

La Sección Octava de la Audiencia Provincial de Alicante, integrada por los Iltmos. Sres. expresados al margen,
actuando como Sección especializada en asuntos de lo mercantil, ha visto los autos sobre oposición a la
exoneración del pasivo insatisfecho dimanante del concurso nº1045/2024 seguidos en el Juzgado Mercantil
Núm.4 de Alicante, de los que conoce en grado de apelación en virtud del recurso entablado por el concursado
Saturnino , representado por el/ la Procurador/a Sr/a. Villar Viozquez y asistida del Letrado/a Sr/a. Pons Gené
y como apelada la TESORERIA GENERAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL, representada y asistida del Letrado del
Administración de la Seguridad Social.

I  ANTECEDENTES DE H E C H O.-

PRIMERO. -En los autos de concurso nº1045/2024 seguidos en el Juzgado Mercantil Núm.4 de Alicante se
dictó sentencia de fecha 12 de mayo de 2025 cuya parte dispositiva es del tenor siguiente:

"Por la autoridad que me confiere la Constitución, ESTIMO la demanda formulada por la Tesorería General de la
Seguridad Social frente al deudor concursado Don  Saturnino ; y, en consecuencia:

1.- ACUERDO la concesión de la exoneración del pasivo insatisfecho al deudor concursado Don  Saturnino ,
con los efectos descritos en el Fundamento de Derecho Cuarto de la presente resolución, DENEGANDO dicha
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exoneración respecto del crédito de naturaleza pública reconocido frente a la Seguridad Social por resolución
de 15 de enero de 2025.

2.- ACUERDO la conclusión del concurso nº 1.045/2024, seguido frente al deudor concursado Don  Saturnino .
Los acreedores cuya deuda no haya sido exonerada podrán iniciar ejecuciones singulares, en tanto no se acuerde
la reapertura del concurso o no se declare nuevo concurso."

SEGUNDO. -Contra dicha resolución se interpuso recurso de apelación por el concursado  Saturnino , ante
este tribunal, en el que fue formado el Rollo número 104/2025. Recibidos los autos, tras el requerimiento
preceptivo, se tuvo por interpuesto el recurso, y presentado escrito de oposición frente al recurso, se señaló
para la deliberación y votación el día 8 de octubre de 2025

TERCERO. -En la tramitación de esta instancia, en el presente proceso, se han observado las normas y
formalidades legales.

VISTO, siendo Ponente el Iltmo. Sr. D. Rafael Fuentes Devesa

II  FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. - Planteamiento y delimitación de la apelación

1.La comprensión de las cuestiones suscitadas en esta apelación exige que se deje constancia de los
siguientes hitos que figuran en el concurso sin masa de  Saturnino

i) se solicita el concurso sin masa en diciembre de 2024 en el que se incluye, en lo que aquí interesa, una deuda
con TGSS por importe de 10.349€, dictándose el 20 de diciembre de 2024 el concurso sin masa

ii) no interesado el nombramiento de administrador concursal, se solicita la exoneración del pasivo
insatisfecho (EPI en abreviatura) el 28.2.2025 , a la que se opone la TGSS, que invoca un crédito de 125.814,63€,
con arreglo al art 487.1.2 TRLC al aducir que se ha dictado resolución el 15.1.2025 por la que se procede a
declarar a  Saturnino , responsable solidario de la deuda contraída con la Seguridad Social por la empresa
SERVICIOS RUANSER MENSAJEROS, S.L , con la indicación de que en marzo de 2024 se inició un expediente
de Inspección de Trabajo y Seguridad Social respecto de la citada mercantil, de la que es socio único y
administrador  Saturnino , sin que fuera evacuado el trámite de audiencia previa concedido el 6.11.2024.
Termina con la suplica de que "se acuerde la no aplicación de dicho beneficio respecto de los créditos de la
Seguridad Social"

iii) la sentencia aprecia la concurrencia del art. 487.1.2º del TRLC, al considerar que es firme la resolución
administrativa de derivación de responsabilidad , pero acuerda la concesión de la EPI, con denegación de la
exoneración respecto del crédito de naturaleza pública reconocido frente a la Seguridad Social por resolución
de 15 de enero de 2025, "como así lo pretende la parte demandante"

2. Esta sentencia es apelada por el concursado por los siguientes motivos , que agrupamos a efectos
sistemáticos: 1º) la indebida aplicación del artículo 489.1. 5º TRLC y 2º) la aplicación automática del artículo
487.1. 2º TRLC, sin prueba de dolo ni fraude, con vulneración del principio de segunda oportunidad consagrado
por la Directiva (UE) 2019/1023 y deficiente análisis de la firmeza de la derivación, con invocación de lo que
considera doctrina consolidada del Tribunal Supremo así como de las Audiencias Provinciales favorable a la
exoneración, con mención expresa a unos autos del Juzgado de lo Mercantil nº 1 de Alicante y del Juzgado
de lo Mercantil nº 19 de Madrid y unas "conclusiones finales"

3.La TGSS se opone y pide la confirmación de la sentencia apelada

4.Varias consideraciones son precisas que realicemos para delimitar nuestra respuesta

En primer lugar, debemos alterar el orden de los motivos y aclarar el sentido de los arts 487 y 489 TRLC que
se dicen infringidos. Mientras el primero lo que contempla son supuestos que impiden al deudor obtener la
exoneración del pasivo insatisfecho si se encuentre en alguna de las circunstancias que el precepto enumera,
el art 489 TRLC de lo que se ocupa es de la extensión de la exoneración, y más concretamente, de los límites
a esa exoneración , de modo que, aunque se conceda, la misma no se extenderá a determinadas categorías
o importes de deudas

Por tanto, en la lógica del sistema solo cabe plantearse la vulneración del art 489 TRLC si no concurre ninguno
de los supuestos del art 487 TRL. Lo que ocurre es en el caso que nos ocupa es una patología porque invocada
la concurrencia del art 487.1.2º TRLC y apreciado judicialmente, en lugar de denegar la exoneración al deudor,
se concede ,pero excluyendo de la misma el crédito de naturaleza pública reconocido frente a la Seguridad
Social por resolución de 15 de enero de 2025, que es lo se viene a decir con esa fórmula peculiar empleada
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por la sentencia (DENEGANDO dicha exoneración respecto del crédito de naturaleza pública reconocido frente
a la Seguridad Social por resolución de 15 de enero de 2025)

Ello no se adecua al diseño legal, pero no es combatido por la TGSS, que no impugna la sentencia. Aunque al
oponerse al motivo 1º lleva razón al decir que "la ley es clara: aquellas personas que se encuentren, como es
el caso del apelante, en alguno de los supuestos del artículo 487 no pueden obtener la exoneración del pasivo
satisfecho [...]. Por lo tanto, lo que aquí se ha sentenciado siguiendo las previsiones legales, es que el apelante
está incurso en una de estas causas y, por lo tanto, no puede acceder al beneficio "se limita a oponerse al
recurso , sin impugnar el fallo de la sentencia en el que sí acuerda el EPI.

Ello provoca que, aunque no se comparta el criterio judicial, este tribunal no pueda reajustar los efectos a
las previsiones legales, ya que implicaría agravar la situación del recurrente, con quiebra de la prohibición de
la reformatio in peius, que es una de las manifestaciones del deber de congruencia en segunda instancia,
contemplado expresamente en el art.465.5 LEC. En palabras de la STS 1016/2025, de 25 de junio.

«La prohibición de la reforma peyorativa supone que los pronunciamientos de la sentencia de primera instancia
no impugnados deben entenderse consentidos por las partes, devienen firmes y no pueden ser modificados en
la segunda instancia. Se trata de un principio general que solo admite excepciones, según recordó por ejemplo
la sentencia 214/2016, de 5 de abril , «[e]n aquellos supuestos en que los pronunciamientos deban ser absolutos
o indivisibles por su naturaleza y también en aquellos supuestos en los que exista solidaridad procesal por
ejercitarse conjuntamente la misma acción frente a varias personas colocadas en idéntica situación procesal» (
SSTS de 29 de junio de 1990 , 9 de junio de 1998, RC n.º 1039/1994 ; 347/2018, de 7 de junio , 1819/2023, de
21 de diciembre y más recientemente 672/2025, de 5 de mayo ).

En segundo lugar, al margen que el recurso no un dechado de precisión forense, y que algunas de las
resoluciones de las Audiencias Provinciales invocadas resulten prescindibles, al no referirse a lo que aquí
interesa, lo que no es admisible no es solo que se pretenda deducir de la STS 450/2025, de 20 de marzo una
doctrina que no fija , sino imputarle un texto entrecomillado que no figura en ella . El recurso dice que el Tribunal
Supremo concluye que:

"La mera existencia de una derivación de responsabilidad administrativa no constituye prueba de dolo, fraude
o culpa grave por parte del deudor.

La norma que establece tal exclusión no ha sido adoptada con los requisitos de motivación material y
justificación normativa exigidos por el TJUE y el artículo 23.4 de la Directiva 2019/1023 .

La aplicación de esta exclusión de forma indiscriminada frustra el acceso efectivo a la segunda oportunidad,
perjudicando de manera desproporcionada a autónomos y pequeños empresarios."

Ello no resulta cierto, porque no aparecen tales párrafos en esa sentencia, que trata del TRLC en su inicial
redacción. O bien el recurso es fruto de alucinaciones de la inteligencia artificial o bien es consecuencia de una
voluntad de engaño que sobrepasa con creces el respeto a las reglas de la buena fe a la que deben ajustarse los
intervinientes en el proceso ( art 247.1LEC) , por lo que procede remitir testimonio de esta resolución al Colegio
de Abogados por si pidiera proceder la imposición de algún tipo de sanción disciplinaria ( art 247.2 LEC)

SEGUNDO.- La exclusión del EPI por derivación de responsabilidad

1. La regulación actual de la exoneración del pasivo insatisfecho procede de la Ley 16/2022, de 5 de septiembre
para la transposición de la Directiva (UE) 2019/1023. Se destaca en su Preámbulo que se pretende convertir
el beneficio de la exoneración de deudas, cuando concurran determinadas circunstancias, en un derecho de
la persona natural deudora. Al no exigir el pago de un umbral de pasivo mínimo para su obtención, el modelo
acogido se dice en el citado Preámbulo que es el de un sistema de exoneración por mérito «en el que cualquier
deudor, sea o no empresario, siempre que satisfaga el estándar de buena fe en que se asienta este instituto,
puede exonerar todas sus deudas, salvo aquellas que, de forma excepcional y por su especial naturaleza, se
consideran legalmente no exonerables».

Deudor persona natural de buena fe (art 486), que sigue siendo la clave de bóveda de la exoneración, y
respecto del que dice el Preámbulo que «se establece una delimitación normativa de la buena fe, por referencia a
determinadas conductas objetivas que se relacionan taxativamente (numerus clausus), sin apelación a patrones
de conducta vagos o sin suficiente concreción, o cuya prueba imponga una carga diabólica al deudor».A tal
efecto el artículo 487.1 enumera las circunstancias que impiden al deudor obtener la exoneración del pasivo
insatisfecho, o dicho de otra forma, cuya concurrencia provoca que el deudor no merezca la consideración
de "deudor de buena fe". Si antes se definía de forma positiva (precisaba el cumplimiento de los requisitos
enumerados en el apartado 3 del art. 178 bis LC) ahora , en cambio, viene definido de forma negativa (no
concurrencia de las circunstancias enumeradas en el artículo 487.1)
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2. En lo que aquí interesa, el art. 487.1.2 TRLC dispone que no podrá obtener la exoneración del pasivo
insatisfecho el deudor

«Cuando, en los diez años anteriores a la solicitud de la exoneración, hubiera sido sancionado por resolución
administrativa firme por infracciones tributarias muy graves, de seguridad social o del orden social, o cuando
en el mismo plazo se hubiera dictado acuerdo firme de derivación de responsabilidad, salvo que en la fecha de
presentación de la solicitud de exoneración hubiera satisfecho íntegramente su responsabilidad».

3. En el supuesto presente la única controversia sobre la concurrencia del supuesto fáctico es la relativa a la
firmeza del acuerdo de derivación de responsabilidad de 15 de enero de 2025 ,que se aprecia por el juez a quo
que razona que fue remitida en debida forma al demandado y puesta a su disposición

en la Sede Electrónica el 16 de enero de 2025, no accediendo por causa directamente imputable al mismo, lo
que no impide que surta efectos, y que por transcurso del plazo de un mes sin interponer recurso de alzada,
deviene firme el 27 de febrero de 2025 , siendo la solicitud de EPI posterior ( el 28 de febrero)

4. En el motivo numerado como cuarto se alega que " no se acredita que el deudor tuviera conocimiento efectivo
de dicha resolución, ni que la Administración agotara todos los medios alternativos de notificación disponibles .

El artículo 41.1 de la Ley 39/2015 establece que "la eficacia de los actos administrativos requerirá su notificación".
El uso de medios electrónicos no exime a la Administración de garantizar el derecho de defensa y la posibilidad
de reacción procesal. Si el obligado no accede por desconocimiento o falta de recursos tecnológicos, la firmeza
no puede ser declarada sin más",con cita de dos resoluciones de juzgados mercantiles y con la conclusión de
que "el juzgado incurre en una presunción de firmeza que vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva, protegido
por el artículo 24 CE y el artículo 47 de la Carta de Derechos Fundamentales de la UE"

5. En los términos planteados en el recurso el mismo está abocado a su fracaso. No cuestionada la remisión
y puesta a disposición de la notificación ni la obligación del deudor de relacionarse con TGSS por medios
electrónicos en su condición de autónomo (no controvertida) según la Orden ISM/903/2020, de 24 de
septiembre , y por ende, obligado a recibir las notificaciones electrónicas de la Seguridad Social, consta que la
notificación del acuerdo de derivación de responsabilidad fue puesta a disposición del interesado en la sede
electrónica de la Seguridad Social el día 16 de enero de 2025, siendo rechazado por transcurso de plazo, de
modo que surte plenos efectos el día 27 de enero de 2025. Contra esta resolución cabía recurso de alzada
en el plazo de un mes, que vencía el 27 de febrero de 2.025, por lo que, al no ser recurrido, en esa fecha la
resolución administrativa de derivación de responsabilidad devino firme

El uso de medios electrónicos despliega plenos efectos, y no puede dejarse al albur y mera voluntad del
notificado. No basta la mera alegación de desconocimiento, si este es imputable a su desidia, ni se acredita
incidencia tecnológica alguna

Menos se explica aun la alegada lesión al derecho a la tutela judicial efectiva por el órgano judicial cuando
el concursado ha tenido la oportunidad de alegar y probar lo que ha estimado conveniente en defensa de su
derecho

6.La consecuencia de lo anterior no puede ser otra que la confirmación de la sentencia, sin que lo vertido en
el recurso en sus motivos 2º en adelante permitan una solución diversa. Daremos una respuesta conjunta al
conglomerado errático de alegaciones contenido en esos motivos, con la reiteración de que no hay doctrina
jurisprudencial sobre la materia y que al margen de respeto que nos merecen los autos de los juzgados
invocados, no nos resultan vinculantes, como tampoco el de otras Audiencias citadas, que en todo caso no se
pronuncian en el sentido pretendido por el recurrente

En primer lugar, el principio de la plena exoneración de deudas contenido en la Directiva 2019/1023 no es
absoluto (considerando 78 y 79 y art 23), sin que baste para su aplicación la sola invocación de circunstancias
personales del deudor (edad avanzada, con patologías y próximo a su jubilación).

En segundo lugar, de la sentencia del TJUE de 7.11.2024 ( C-289/23 y C.305/23) que da respuesta a las
cuestiones planteadas sobre la compatibilidad de la citada normativa nacional con la Directiva 2019/1023,
podemos destacar las siguientes consideraciones:

1ª.) - El artículo 23, apartado 2, debe interpretarse en el sentido de que la lista de circunstancias que figura en
él no tiene carácter exhaustivo y los Estados miembros disponen de un margen de apreciación que les permite
establecer disposiciones que denieguen o restrinjan el acceso a la exoneración basados en circunstancias
distintas de las enumeradas en ese precepto, siempre que esas circunstancias estén bien definidas y tales
excepciones estén debidamente justificadas (parágrafo 28).
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No exige que concurra una actuación «deshonesta» o de «mala fe» por parte de los empresarios de que se
trate (apartado 41), dado que las circunstancias, enumeradas con carácter ejemplificativo en el propio artículo
23, apartado 2, en las que cabe establecer excepciones a la exoneración de deudas, no se caracterizan por la
existencia de un comportamiento «deshonesto» o de «mala fe» por parte de los empresarios en cuestión

2ª) Estos requisitos («determinadas circunstancias bien definidas» y estén «debidamente justificadas») deben
deducirse del Derecho nacional o del procedimiento que llevó a su adopción y deben perseguir un interés
público legítimo [apartado 31, con remisión a la sentencia de 11 de abril de 2024, C-687/22, apartado 42].

3ª) De forma concreta, aclara que excluir el acceso a la exoneración de deudas en las circunstancias
determinadas del art 487.1.2º TRLC, al margen de no implicar una modificación del orden de prelación de
los créditos a raíz de un procedimiento concursal (apartado 35) (a) se trata de circunstancias bien definidas
( apartados 38 y 47) y (b) que con esa exigencia de pago de los créditos públicos "el legislador puede estar
persiguiendo un interés público legítimo"( 38)

De forma más específica , tras reproducir el preámbulo de la Ley 16/2022 en el que se exponen los motivos
que llevaron al legislador español a establecer excepciones a la exoneración de deudas (en particular, en la
especial relevancia de la satisfacción de determinadas deudas -entre las que figuran las de Derecho público-
para una sociedad justa y solidaria, asentada en el Estado de Derecho (apartado 48), indica que corresponde
al órgano jurisdiccional apreciar " por un lado, si los referidos motivos constituyen motivos legítimos de interés
público y, por otro lado, si de la normativa nacional se desprende que esos motivos justificaron la exclusión de
una exoneración de deudas en circunstancias bien definidas, como las que enuncia el artículo 487, apartado
1, punto 2, del TRLC "(apartado 49); apreciación que, recuerda, ha de hacerse teniendo presente que esa
facultad del Estado de excluir la exoneración debe respetar el principio de proporcionalidad. Esto es, que la
medida de exclusión no deba exceder los límites de lo que es apropiado y necesario para lograr los objetivos
legítimamente perseguidos por tal medida (apartado 50)

4ª) Finalmente remarca que esa justificación de una excepción como la del art 487.1.2 TRLC debe
desprenderse bien del procedimiento que llevó a su adopción, bien del Derecho nacional. Así, por lo que
respecta al primer supuesto, cuando, en virtud del Derecho nacional, los trabajos preparatorios, los preámbulos
y las exposiciones de motivos de disposiciones legales o reglamentarias forman parte integrante de ellas o
son pertinentes para interpretarlas y contienen una justificación de la excepción mantenida o introducida en el
ejercicio de la facultad contemplada en el artículo 23, apartado 2, de esta Directiva, procede considerar que esa
justificación satisface las exigencias de dicha disposición. Además, por lo que respecta al segundo supuesto,
la referida justificación también puede figurar en otras disposiciones del Derecho nacional distintas de la que
contiene esa excepción, como una disposición constitucional, legislativa o reglamentaria nacional (en este
sentido, la sentencia de 8 de mayo de 2024, Instituto da Segurança Social y otros, C-20/23 , apartado 37).

7. A la vista de anterior, en el caso que nos ocupa, atendidas las circunstancias concurrentes en el deudor,
sujeto de una derivación de responsabilidad en los términos expuestos, inmediatamente previa a la solicitud de
EPI, que parece buscada para vaciar de contenido a aquélla , no tenemos duda que la previsión del art 487.1.2
TRLC es ajustada a las exigencias impuestas por la Directiva ya que:

(a) se trata de una circunstancia bien definidas

(b) resulta suficientemente justificada, al responder a la finalidad de asegurar el pago de las obligaciones de
Seguridad Social, que, como en el caso de obligación tributarias, representa un interés público legítimo y digno
de tutela, al estar directamente relacionado con la idea del Estado social de derecho consagrado en el art 1 de
la Constitución española, y a la consecución de una sociedad justa y solidaria, asentada en el mismo, según
indica el preámbulo de la Ley 16/22.

En el caso de los créditos de Seguridad Social, estos resultan imprescindibles para el sostenimiento del
régimen público de Seguridad Social que los poderes públicos deben mantener en beneficio de todos los
ciudadanos y que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad,
especialmente en caso de desempleo ( art 41CE); instrumento esencial para que los poderes públicos
atiendan la exigencia constitucional (art 43) de organizar y tutelar la salud pública a través de medidas
preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios, y manera específica de sectores precisados de tutela,
como las prestaciones que garanticen la plena autonomía personal y la inclusión social de las personas
con discapacidad (art 59) o mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas, la suficiencia
económica a los ciudadanos durante la tercera edad (art 50) .Finalidades de interés general, dignas de
protección, que se nutren de la recaudación de créditos públicos (no solo cotizaciones sociales), que por ello
ha de ser tutelada
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El que el Preámbulo de la Ley de trasposición no sea extensa en su justificación ni significa que no exista
ni limita el marco para su apreciación , que puede encontrarse en otras disposiciones del Derecho nacional
distintas, como una disposición constitucional o legislativa nacional.

Frente a lo sostenido por el recurrente ni el artículo 487.1. 2º TRLC precisa prueba de dolo ni fraude, ni tampoco
su presencia es requisito indispensable para su conformidad con la Directiva.

(c) no resulta desproporcionado. Lo que el TJUE indica es que la previsión nacional no debe exceder los límites
de lo que es apropiado y necesario para lograr los objetivos legítimamente perseguidos por tal medida. Y
entendemos, de una parte, que esa exclusión resulta adecuada y necesaria para la salvaguarda del crédito
público, imprescindible para el sustento del Estado social de derecho con el sostenimiento del régimen público
de Seguridad Social en los términos expuestos, y por otra parte, que no pone en cuestión los objetivos
perseguidos por la Directiva (que es el garantizar a los deudores insolventes el acceso a un procedimiento
que puede desembocar en la exoneración de deudas) cuando no excluye de forma absoluta el acceso a la
exoneración, dado que es posible si previamente paga la responsabilidad objeto de derivación, que evidencia
que lo perseguido es el interés público, cristalizado en la satisfacción del crédito público.

8. En definitiva, y en sintonía con la generalidad de Audiencia Provinciales que se han pronunciado al respecto
(entre otras, SAP de Barcelona, nº 127/2025, de 23 de enero, SAP de Cantabria, nº 85/2025, de 29 de enero
o SAP de Asturias, nº 65/ 2025, de febrero) debemos confirmar la aplicación del art 487.1.2 TRLC realizada
en la resolución recurrida.

9.Si bien ello implica que el deudor está incurso en una circunstancia que le impediría acceder a la exoneración,
aquí se ha limitado a excluir el crédito derivado, según lo antes indicado, por lo que procede seguir con el
análisis del otro motivo invocado, que es el relativo a la extensión de la exoneración.

TERCERO.- La extensión de la exoneración en caso de deudas de derecho público

1. En el recurso se alega que la inaplicación del límite del artículo 489.1. 5º TRLC.Se dice que "La exclusión
total aplicada en la sentencia infringe este precepto, pues no realiza distinción entre la parte exonerable y la
parte no exonerable del crédito público, ni verifica la aplicación de dicho límite. Este olvido procesal provoca una
vulneración del principio de proporcionalidad, al castigar al deudor con la denegación completa del EPI (en el
crédito público) sin atender al mínimo legalmente previsto para su redención "

Valoración del tribunal

2. Admitido por cuestiones de índole procesal el EPI, la controversia se reduce a la extensión acordada en
sentencia, que , recordemos lo que hace es conceder la exoneración del pasivo insatisfecho con los efectos
descritos en el Fundamento de Derecho Cuarto, en el que reproduce el art 489 TRLC, pero denegando dicha
exoneración respecto del crédito de naturaleza pública reconocido frente a la Seguridad Social por resolución
de 15 de enero de 2025.

Esto es lo acordado y por ende, en contra del parecer de la apelada, sí procede entrar a verificar si se ajusta al
artículo 489 TRLC, que delimita la extensión de la exoneración a la que no tiene derecho.

3. En concreto el numeral 5º del apartado 1 del art 489 TRLC prevé que la exoneración del pasivo insatisfecho
se extenderá a la totalidad de las deudas insatisfechas, salvo « Las deudas por créditos de Derecho público. No
obstante, las deudas para cuya gestión recaudatoria resulte competente la Agencia Estatal de Administración
Tributaria podrán exonerarse hasta el importe máximo de diez mil euros por deudor; para los primeros cinco mil
euros de deuda la exoneración será integra, y a partir de esta cifra la exoneración alcanzará el cincuenta por
ciento de la deuda hasta el máximo indicado. Asimismo, las deudas por créditos en seguridad social podrán
exonerarse por el mismo importe y en las mismas condiciones. El importe exonerado, hasta el citado límite, se
aplicará en orden inverso al de prelación legalmente establecido en esta ley y, dentro de cada clase, en función
de su antigüedad.»

Aunque la sentencia en cuanto a la extensión de la exoneración se remite en su FJ 4º al art 489 TRLC, que
reproduce, después al indicar que no exonera el crédito de naturaleza pública reconocido frente a la Seguridad
Social por resolución de 15 de enero de 2025, como si fuera una categoría propia, viene a apartarse de lo dicho.

Lleva, pues, razón el apelante, y debe aclararse que las deudas por créditos en seguridad social en su totalidad
podrán exonerarse hasta el importe máximo de 10.000 euros: para los primeros 5.000 euros de deuda la
exoneración será integra, y a partir de esta cifra la exoneración alcanzará el 50% de la deuda hasta ese máximo
indicado.

4. Solo añadir que no se impugna de forma específica el ajuste a la Directiva 2019/23 de ese art 489.1.5º TRLC,
que en todo caso, este Tribunal en sentencia 121/2025, de 18 de julio, reiteradas en otras, considera que esa
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extensión de la exoneración prevista en el art 489.1.5º TRLC es ajustada a las exigencias impuestas por la
Directiva por resultar suficientemente justificada con arreglo al Derecho nacional, y a cuyas consideraciones
en todo caso nos remitimos.

CUARTO.- Costas

1.Al ser parcial la estimación del recurso, no procede efectuar imposición sobre las costas causadas en esta
alzada al apelante, que en todo caso no procederían atendidas las dudas que suscita el caso y la ausencia de
criterios estables sobre el régimen de la exoneración de deudas por su novedad

VISTAS las disposiciones citadas y demás de general y pertinente aplicación.

Por todo lo expuesto, en nombre del Rey y por la autoridad conferida por el Pueblo Español.

FALLO

Debemos estimar parcialmente el recurso interpuesto por  Saturnino  contra la sentencia dictada por el
Juzgado Mercantil Núm. 4 de Alicante de fecha 12 de mayo de 2025, que se revoca en el sentido de dejar sin
efecto la denegación de exoneración del crédito reconocido frente a la Seguridad Social por resolución de 15 de
enero de 2025, y en su lugar, acordamos que las deudas por créditos en seguridad social en su totalidad podrán
exonerarse hasta el importe máximo de 10.000 euros: para los primeros 5.000 euros de deuda la exoneración
será integra, y a partir de esta cifra la exoneración alcanzará el 50% de la deuda hasta ese máximo indicado,
sin imposición de las costas causadas en apelación.

Se acuerda la devolución del depósito constituido para apelar.

Notifíquese esta Sentencia en forma legal y, en su momento, devuélvanse los autos originales al Juzgado de
procedencia, de los que se servirá acusar recibo, acompañados de certificación literal de la presente resolución
a los oportunos efectos de ejecución de lo acordado, uniéndose otra al Rollo de apelación.

Remítase testimonio de esta resolución al Ilustre Colegio de Abogados de Alicante a los efectos previstos en
el fundamento de derecho primero.

La presente resolución no es firme y podrá interponerse contra ella ante este tribunal recurso de casación en
el plazo de veinte días a contar desde el día siguiente al de su notificación del que conocerá la Sala de lo Civil
del Tribunal Supremo

Al tiempo de la interposición del recurso de casación deberá acreditarse la constitución del DEPÓSITO para
recurrir por importe de 50 € que se ingresará en la Cuenta de Consignaciones de esta Sección Octava abierta
en BANCO DE SANTANDER, sin cuya acreditación no se tendrá por interpuesto.

Así, por esta nuestra Sentencia definitiva que, fallando en grado de apelación, lo pronunciamos, mandamos
y firmamos.

PUBLICACIÓN.-En el mismo día ha sido leída y publicada la anterior resolución por el Ilmo. Sr. Ponente que la
suscribe, hallándose la Sala celebrando Audiencia Pública. Doy fe.-
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